
1.1.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite

1.1.2.1. Administraciones Tributarias

1.1.2.1.1. Impuestos cedidos a la Junta de Andalucía

La queja 19/7138, promovida a instancia de parte sobre liquidación por el Impuesto de Sucesiones y 
Donaciones (ISD) que le había realizado la Gerencia Provincial de la Agencia Tributaria de Andalucía en 
Málaga, tras recibir en herencia un bien inmueble (vivienda), de persona con la que tenía relación de 
parentesco colateral, y respecto de la cual la interesada quedaría encuadrada en el Grupo III, de los 
previstos en el artículo 20.2.a) de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, reguladora del impuesto.

Exponía que había ido pagando las fracciones concedidas del impuesto, si bien se vio imposibilitada 
para seguir afrontando el pago pendiente por un total de 3.200 euros, al carecer de trabajo y de ingresos 
o rendimientos económicos.

Manifestaba que su voluntad era pagar, pero que dada su situación, solicitó en fecha 17 de enero de 2020 
la suspensión de los pagos pendientes, alegando que tenía pendiente de resolver una ayuda de los Servicios 
Sociales de Marbella, municipio en el que residía, pero aún así esa ayuda sería insuficiente para cumplir su 
obligación de pago, por lo que había solicitado un nuevo fraccionamiento.

Admitida a trámite la queja se solicitó informe a la Agencia tributaria autonómica, considerando que dada 
la situación que nos describía la interesada resultaba susceptible que el expediente se finalizara mediante 
embargo de bienes de su patrimonio, que en aquellos momentos estimábamos que no era otro que el de 
la vivienda heredada en la que residía, con lo que de realizarse la ejecución sobre el referido bien, se la 
dejaría en una situación social más delicada aún.

En la respuesta recibida el 2 de marzo de 2020 se nos trasladaba que se había dado respuesta a la 
interesada (pendiente de notificación), y que de conformidad con lo establecido en Ley 58/2003, de 17 
de diciembre, General Tributaria, la condonación de deudas y sanciones tributarias y la concesión de 
moratorias y quitas, solo pueden realizarse en los casos que se determinen expresamente por Ley, por lo 
que no podían acceder a su pretensión.

Dado que era solicitante de atención por parte de los Servicios Sociales municipales y por concurrir 
circunstancias excepcionales derivadas de la declaración del estado de alarma sanitaria, con suspensión 
de las actividades económicas y comerciales, se solicitó nuevo informe.

De conformidad con los antecedentes que concurrían y las respuestas dadas por el órgano administrativo, 
formulamos Sugerencia instando a la Administración tributaria para que procediera a conceder el 
aplazamiento o fraccionamiento solicitados por la interesada –al menos durante la situación de 
excepcionalidad en que estábamos- y, subsidiariamente, a aprobar en el expediente referido las medidas 
y actuaciones tendentes al reconocimiento de la situación provisional de insolvencia y fallido de la 
contribuyente y, la declaración de incobrables de créditos en favor de la Administración.

Recibida la respuesta de la Agencia Tributaria de Andalucía, la misma rechazaba actuar conforme a los 
planteamientos indicados en la Sugerencia pues consideraban que la interesada no reunía los requisitos 
que establece la normativa tributaria para que se le concediera un nuevo aplazamiento y fraccionamientos 
de la deuda, ya concedidos en fecha 5 de julio de 2018.

Por otra parte y, respecto a la instada consideración del crédito como incobrable, en atención a que su 
único bien patrimonial era la vivienda objeto tributario del ISD, la Agencia Tributaria respondía:

“Respecto a dicha sugerencia cabe manifestar que el artículo 61 del Real Decreto 939/2005, de 29 de 
julio, por el que se aprueba el Reglamento General de Recaudación -concepto de deudor fallido y de 
crédito incobrable-, establece: “1. Se considerarán fallidos aquellos obligados al pago respecto de los 
cuales se ignore la existencia de bienes o derechos embargables o realizables para el cobro del débito. 
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[...]. Asimismo, se considerará fallido por insolvencia parcial el deudor cuyo patrimonio embargable o 
realizable conocido tan solo alcance a cubrir una parte de la deuda. [...].”

A la vista de lo anterior se concluye que la persona presentadora de la queja tampoco reúne los requisitos 
establecidos por la normativa tributaria para su consideración como deudora fallida, al disponer de bienes 
realizables suficientes para cubrir el importe de su deuda “

La respuesta recibida de la Agencia tributaria suponía una discrepancia técnica respecto de nuestra 
Resolución, al entender que la interesada contaba con bienes patrimoniales suficientes sobre los que 
ejecutar el crédito y materializar el embargo; razón por la que procedimos al cierre de las actuaciones y a 
su reseña en el Informe Anual al Parlamento de Andalucía.

1.1.2.1.2. Tributos Locales

1.1.2.1.2.1. Gestión de Tributos y otros recursos públicos locales; bonificaciones beneficios y 
exenciones en las Ordenanzas Fiscales municipales

En la queja 19/6594 promovida a instancia de parte respecto a la Agencia Tributaria Municipal de Sevilla, 
la persona nos describía que estaba atravesando una difícil situación económica, tiene más de 55 años, 
no tiene vivienda, y, estando en situación de desempleo, carece de recursos, habitando en un vehículo de 
su propiedad estacionado en la vía pública. Según nos acredita ha recibido providencia de apremio por 
impago de diversas sanciones de tráfico urbano; razón por la que dada su situación económica y estado 
de necesidad solicitó fraccionamiento de pago de las cantidades adeudadas al Ayuntamiento.

No obstante, como su situación económica no había mejorado, solicitaba nuestra intervención y nos 
interesó que planteáramos al Ayuntamiento de Sevilla su insolvencia transitoria, que le dificultaba e impedía 
hacer frente a las obligaciones de pago pendientes con la Agencia, a consecuencia de multas por tráfico 
urbano.

La alegada situación de necesidad socio-económica iba a determinar el tratamiento de la misma por nuestra 
parte, desde la perspectiva o punto de vista de las afecciones a cuestiones de legalidad y justicia tributaria y 
recaudatoria de recursos públicos, que harían necesaria una actuación de los órganos municipales de gestión 
y recaudación más acorde con los principios contenidos en el artículo 31 de la Constitución Española, en 
el desempeño de tales competencias y potestades gestoras.

Tal precepto constitucional, en su apartado primero dispone que “todos contribuirán al sostenimiento de 
los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica, mediante un sistema tributario justo inspirado 
en los principios de igualdad y progresividad que, en ningún caso, tendrá alcance confiscatorio”.

Planteamos a la Agencia Tributaria municipal la conveniencia de tratar la situación personal del obligado 
al pago cuyo importe ascendía a 823,10 euros, en consonancia con la Resolución de posicionamiento en el 
contexto de la queja de oficio 17/0026 sobre la declaración de insolvencia provisional. Unas actuaciones 
en las que habíamos formulado con alcance general, Sugerencia instando a los Ayuntamientos andaluces 
que procedieran a aprobar modificación de su Ordenanza General en la materia incluyendo las medidas y 
procedimientos tendentes al reconocimiento de la situación provisional de insolvencia y fallido en los casos 
en que se constate la inexistencia de bienes y créditos embargables o que el único bien realizable fuese la 
vivienda habitual de la persona contribuyente apremiado.

La Agencia Tributaria municipal nos respondía que debía seguir el procedimiento de apremio 
reglamentariamente establecido en caso de impago de los fraccionamientos, informando que a la fecha 
de la formulación de la queja, aún no se habían producido los supuestos de hecho necesarios para la 
aplicación del procedimiento.

Por otra parte, en relación con la declaración de insolvencia o fallido provisional, la Agencia Tributaria 
municipal nos manifestó que en fecha 18 de octubre de 2018 se aprobó la instrucción por la que se regulaba 
el procedimiento administrativo para la Declaración de fallidos.
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https://www.defensordelpuebloandaluz.es/valoramos-la-declaracion-de-insolvencia-provisional-fallidos-provisionales
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